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de 18 de mayo de 1991, en la que dicha sanción se
confirmaba.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de octubre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal-Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmados y rubricados.

25562 Sala Segunda. Sentencia 271/1994, de 17
de octubre de 1994. Recurso de amparo
827/1992. Contra Sentencia de la Sala Pri­
mera del Tribunal Supremo, en relación con
la providencia de la entonces Sala Primera
de lo Civil de la Audiencia Territorial de
Madrid, acordando tener por incomparecido
al demandante en amparo en recurso de ape­
lación pendiente ante dicho órgano jurisdic­
cional. Supuesta vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva. Falta de agotamiento
de recursos en la vía judicial.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don J'.lvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón López, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOM!3RE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 827/92, promovido
por don Manuel Eugenio Isidro Tejedor, representado
por el Procurador de los Tribunales don Antonio de Palma
Villa Ión y asistido por el Letrado don Fernando Rodrí­
guez-Correa de Rueda, contra la Sentencia de la Sala
Primera del Tribunal Supremo, de 24 de febrero de 1992,
en relación con la providencia de la entonces Sala Pri­
mera de lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid,
de 8 de septiembre de 1987, acordando tener por incom­
parecido al demandante en amparo en el recurso de
apelación. Ha sido parte el «Banco Zaragozano, S. A»,
representado por el Procurador de los Tribunales don
Fernando Aragón Martín y asistido por el Letrado don
Javier Sancho-Arroyo López-Rioboo. Ha intervenido el
Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Caries Viver Pi-Sunyer, quien expresa el parecer de la
Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 31 de
marzo de 1992, don Antonio de Palma Villalón, Pro­
curador de los Tribunales, en nombre y representación
de don Manuel Eugenio Isidro Tejedor, interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Primera del
Tribunal Supremo, de 24 de febrero de 1992, en relación
con la providencia de la entonces Sala Primera de lo
Civil de la Audiencia Territorial de Madrid, de 8 de sep­
tiembre de 1987, acordando tener por incomparecido
al demandante en amparo en el recurso de apelación
pendiente ante dicho órgano jurisdiccional,

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) En el marco de un juicio ejecutivo planteado entre
la entidad «Banco Zaragozano, S, A» y don Francisco
Sánchez Ventura, se embargaron unas acciones de «Ca­
sinos Montesblancos, S. A». El demandante en amparo,
que alegaba ser el propietario de dichas acciones, plan­
teó un incidente de tercería de dominio, solicitando
el levantamiento del embargo. Dicha solicitud fue esti­
mada por Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 7 de Madrid, dictada el 28 de noviembre de 1986.

b) Contra la Sentencia interpuso el Banco Zarago­
zano recurso de apelación ante la entonces Sala Primera
de lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid, El deman­
dante en amparo compareció ante la Audiencia, debi­
damente represehtado; posteriormente, y por haber falle­
cido su Procurador, presentó nuevo escrito, confiriendo
su representación a otro Procurador. Ambos escritos se
traspapelaron, por causas imputables a la Oficina judicial.
Ante la aparente ausencia de personación, la Audiencia
Territorial, por providencia de 23 de febrero de 1988,
tuvo por incomparecida a la parte, mandando continuar
el procedimiento en estrados,

c) El 11 de abril de 1988 se dictó Sentencia, por
la que, estimando el recurso de apelación, se revocaba
la Sentencia de primera instancia. Dicha Sentencia fue
notificada al recurrente en amparo por correo certificado,
a una vivienda que, según él, no era su domicilio desde
que la vendió, el 3 de mayo de 1984. Por diligencia
de ordenación de 13 de septiembre de 1988, se declaró
firme la Sentencia.

d) El 4 de octubre de 1988, la representación pro­
cesal del actor presentó escrito solicitando la nulidad
de actuaciones, sobre la base de los arts. 238 y 240
de la L.O.P,J, Tras dar traslado a la otra parte, que se
opuso, y comprobar que efectivamente se habían pre­
sentado los escritos de personación a que se ha hecho
alusión, la Audiencia dictó Auto de 1 de diciembre de
1988, acordando la nulidad de la providencia que tuvo
al demandante en amparo por incomparecido, así como
de todas las actuaciones posteriores, incluida la Sen­
tencia firme. Contra este Auto interpuso el Banco Zara­
gozano recurso de súplica y, tras ser desestimado éste,
recurso de amparo.

e) La nueva tramitación del recurso de apelación
siguió su curso, dictándose Sentencia el17 de mayo
de 1989, por la que había pasado a ser Sección Octava
de la Audiencia Provincial de Madrid, rechazando el
recurso y confirmando la Sentencia de primera instancia.
Contra esta Sentencia planteó el Banco Zaragozano
recurso de casación ante el Tribunal Supremo. Tras los
trámites oportunos, el Tribunal Supremo dictó Sentencia,
el 24 de febrero de 1992, en la que, sin entrar en el
fondo del asunto, se estimó el recurso por apreciarse
la concurrencia de una infracción del arto 240.1.2 de
la L.O.P.J" en relación con los arts, 742 y 745 de la
L.E.C" al haberse declarado la nulidad de actuaciones
existiendo una Sentencia firme.

f) Conocida la existencia de esta Sentencia del Tri­
bunal Supremo, la Sala Primera de este Tribunal dictó
Sentencia el 13 de octubre de 1992, declarando que
el recurso de amparo interpuesto por el Banco Zara­
gozano había quedado sin objeto, por haber sido satis­
fecha extraprocesalmente la pretensión de la parte,

3. Contra la Sentencia del Tribunal Supremo, de 24
de febrero de 1992, en relación con la providencia,
de 8 de septiembre de 1987, de la Sala Primera de la
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Audiencia Territorial de Madrid. se interpuso recurso de
amparo. interesando su nulidad.

Entiende el demandante que la Sentencia del Tribunal
Supremo decretó en definitiva la validez de la resolución
por la que la Sala Primera de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Madrid le tuvo por incomparecido en el
recurso de apelación. pese a haberse presentado escrito
de personación; dicha resolución conculca. en su opi­
nión. el principio de tutela judicial efectiva. consagrado
por el arto 24.1 C.E. Infringe también dicho principio.
a juicio del demandante. el que la Audiencia tuviera por
firme la Sentencia de 11 de abril de 1988. sin haber
practicado la notificación personal de la misma, ya que
no puede equipararse a esta notificación la remisión por
correo certificado que, además, su destinatario no recibió
por haberse dirigido a un inmueble que había sido ven­
dido años antes.

4. Mediante providencia de 25 de mayo de 1992,
la Sección Cuarta de este Tribunal acordó admitir a trá­
mite la demanda, por lo que, en virtud de lo dispuesto
en el arto 51 de la LOTC, dirigió comunicación a la Sala
Primera del Tribunal Supremo para que remitiera cer­
tificación o fotocopia adverada de las actuaciones corres­
pondientes al recurso de casación núm. 2.240/89, habi­
da cuenta que las relativas al recurso de apelación núm.
115/87 ya se encontraban en la Sala Primera de este
Tribunal por haber sido solicitadas en el marco del recur­
so de ampqro planteado por el Banco Zaragozano. Igual­
mente se acordó solicitar de la Audiencia Provincial de
Madrid que procediera a emplazar a quienes hubieran
sido parte en dicho recurso de apelación. a excepción
del solicitante de amparo. para que pudieran comparecer
en este proceso constitucional.

5. La Sección, por providencia de 10 de noviembre
de 1992, acordó tener por personado y parte en el pro­
cedimiento al Procurador de los Tribunales don Fernando
Aragón Martín, en nombre y representación del «Banco
Zaragozano, S. A. ... que así lo había solicitado en escrito
presentado el 14 de octubre de 1992, así como, de
conformidad con lo previsto en el arto 52.1 de la LOTC,
dar vista de las actuaciones a las partes personadas y
al Ministerio Fiscal. concediéndoles un plazo común de
veinte días para que presentasen las alegaciones que
estimasen pertinentes.

6. A instancia del Ministerio Fiscal. la Sección dictó
providencia de 17 de diciembre de 1992 en la que.
con suspensión del plazo de alegaciones, se acordaba
recabar de la Sección Octava de la Audiencia Provincial
de Madrid -antes Sala Primera de lo Civil de la Audiencia
Territorial- certificación o copia adverada de los autos
relativos al recurso de apelación núm. 115/87. Mediante
providencia de 24 de mayo de 1993, la Sección tuvo
por recibidas las actuaciones, concediendo a las partes
un plazo de veinte días para que realizasen las alega­
ciones que considerasen oportunas.

7. Mediante escrito registrado el 11 de junio
de 1993. la representación procesal del demandante
en amparo evacuó el trámite de alegaciones. dando ante
todo por reproducido lo manifestado en el escrito de
interposición del recurso.

Además, el actor añade que la Sentencia del Triounal
Supremo parte de una base fáctica errónea, a saber,
considerar que la primera Sentencia de la Audiencia
Territorial le fue notificada. En efecto, el órgano juris'
diccional estima que, Pl!esto que se realizó la oportuna
notificación de esta Sentencia, el interesado debería
haber interpuesto recurso de casación contra ella, en
lugar de solicitar la nulidad de actuaciones cinco meses
después de la notificación. En relación con ello, el deman-

dante alega que la notificación se realizó incorrectamen­
te, ya que se dirigió a un inmueble que había vendido
cuatro años antes. por lo que nunca llegó a sus manos.
En opinión de la parte, esto produjo la consecuencia
de que la Sentencia de la Audiencia Territorial no alcanzó
nunca firmeza, por falta de notificación. por lo que le
fue imposible interponer recurso de casación.

El recurrente se opone igualmente a la Sentencia del
Supremo cuando afirma que la Audiencia nunca debió
acceder a la nulidad de actuaciones por existir ya Sen­
tencía definitiva y firme. aduciendo que la doctrina cons­
titucional en que se apoya, según la cual no cabe anular.
en virtud del arto 240.2 L.O.P.J.. las Sentencias defini­
tivas. no es aplicable. dado que la Sentencia de 11 de
abril de 1988 no adquirió firmeza, por falta de noti­
ficación.

En el escrito de alegaciones se mantiene. por último,
que el demandante sufrió indefensión material. como
se desprende del hecho de que la segunda Sentencia
que dictó la Audiencia le fue favorable, ya que desestimó
el recurso de apelación, confirmando la Sentencia de
instancia que estimaba la demanda de t-arcería inter­
puesta.

8. Mediante escrito presentado el 18 de junio
de 1993, don Fernando Aragón Martín, Procurador de
los Tribunales y de la entidad «Banco Zaragozano. S. A....
evacuó el trámite de alegaciones, interesando la inad­
misión o. en su defecto, la denegación del amparo
solicitado.

En dicho escrito se afirma, en primer lugar. que el
demandante en amparo, al formular el recurso, se ha
conducido con una calculada ambigüedad: en el enca­
bezamiento de su escrito dice que la infracción que
denuncia tiene su origen en la Sentencia del Tribunal
Supremo «en relación.. con la providencia de la Audiencia
Territorial de 8 de septiembre de 1987. pero en el suplico
solicita únicamente la declaración de nulidad de esta
última y de las actuaciones posteriores a la misma; no
se pide pues directamente la declaración de nulidad de
la Sentencia del Supremo. ni tampoco se alega que fuera
incorrecta. Según la parte. sólo se hace referencia a esta
Sentencia para disimular que el recurso de amparo es
inadmisible. por dos órdenes de motivos: a) en primer
lugar. por carecer de contenido constitucional: la lesión
que se alega como producida por la resolución acor­
dando tener por no compareCida a la parte en el recurso
de apelación ya fue corregida en los términos que la
propia parte solicitó. puesto que la Audiencia aceptó
su solicitud de nulidad de actuaciones; b) en segundo
término, por ser extemporáneo: es evidente que el
demandante conoció la existencia de la diligencia de
ordenación declarando firme la Sentencia al menos des­
de que solicitó la nulidad de actuaciones, momento en
que comenzó a correr el plazo para interponer recurso
de amparo: sin embargo, en lugar de formular casación
o, si ésta hubiera sido improcedente. recurso de amparo,
el demandante solicitó la nulidad de actuaciones, inci­
dente prohibido por la Ley. que ocasionó una prolon­
gación improcedente de la vía judicial. lo cual. según
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. ocasiona
la extemporaneidad del recurso de amparo.

En segundo lugar. la representación procesal del Ban­
co Zaragozano sostiene que el demandante sí tuvo 1:10ti­
cia de la existencia de la Sentencia. pese a sus afir­
maciones de que no vivía en el inmueble al que se envió
la notificación, ya que éste había sido vendido años
antes. A este respecto. la parte presenta toda una serie
de indicios que le hacen concluir que. pese a la venta,
la familia continuó habitando en este domicilio, por lo
que puede presumirse que el demandante fue informado
de la notificación practicada.
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Por último se afirma que, aunque el demandante no
hubiera conocido la Sentencia, sí tuvo noticia de ella
al menos cuando pidió la nulidad de actuaciones. A su
juicio, el interesado debió entonces pedir la nulidad de
la notificación, para que se reabriera el plazo para inter­
poner recurso de casación. En lugar de ello, pidió la
nulidad de actuaciones, guardando silencio sobre la cir­
cunstancia en que luego ha fundamentado el recurso
de amparo, a saber, la falta de notificación.

9. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
22 de junio de 1993, el Ministerio Fiscal formuló ale­
gaciones, interesando la estimación del recurso de ampa­
ro, por vulnerar la resolución recurrida el derecho fun­
damental invocado.

En dicho escrito se señala que, por causas imputables
enteramente a la Oficina judicial. la vista de apelación
se desarrolló sin la presencia del apelado, con vulne­
ración de los principios de contradicción y bilateralidad,
produciendo la indefensión- de la parte y conculcando
así el art. 24.1 C.E. A esto se añade que no existe cons­
tancia de que la Sentencia, dictada inaudita parte, llegara
a su destino y a conocimiento del demandante en ampa­
ro, de modo que éste pudiera recurrir en casación.

En segundo término, el Ministerio Fiscal pone de
manifiesto que el demandante en amparo solicitó la nuli­
dad de actuaciones en un momento en que se dudaba
de cuál era el remedio procesal adecuado para declarar
la nulidad de una Sentencia firme que hubiera causado
indefensión, duda que fue aclarada de forma definitiva
por la STC 185/1990. Estima, por tanto, que esa pre­
tensión de nulidad no puede ser considerada como un
medio procesal improcedente o inexistente para reme­
diar la indefensión que pudiera producir la extempora­
neidad del recurso de. amparo.

De todQ ello concluye la parte que la Sentencia de
la Audiencia Territorial, dictada inaudita parte, declarada
válida por la Sentencia del Tribunal Supremo, vulnera
el derecho fundamental del apelado a ser oído, causán­
dole indefensión, prohibida por el art. 24.1 C.E.

10. Por providencia de 13 de octubre de 1994, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 17 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se formula contra
la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo
de 24 de febrero de 1992, en relación con la providencia
de la extinta Sala Primera de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Madrid de 8 de septiembre de 1987, acor­
dando tener por incomparecido al demandante en ampa­
ro en el recurso de apelación pendiente ante dicho órg-a­
no jurisdiccional.

La lésión constitucional que se aduce en la demanda
es la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva,
sin que en ningún caso pueda producirse indefensión,
consagrado en el art. 24.1 de la Norma fundamental.

La representación procesal del Banco Zaragozano
plantea una cuestión previa, relativa a la determinación
de la resolución impugnada. A.este respecto señala que
el demandante en amparo, al formular el recurso, se
ha conducido con una calculada ambigüedad: en el enca­
bezamiento de su escrito dice que la infracción que
denuncia tiene su origen en la Sentencia del Tribunal
Supremo «en relación» con li! providencia de la Audiencia
Territorial de 8 de septiembre de 198.7, pero en el suplico
solicita únicamente la declaración de nulidad de esta
última y de las actuaciones posteriores a la misma; no
se pide pues directamente la declaración de nulidad de
la Sentencia del Tribunal Supremo. A juicio de la parte,

sólo se hace referencia a esta Sentencia para disimular
que el recurso de amparo, dirigido en realidad contra
la Resolución de la Audiencia Territorial que declaró no
comparecido al actor en el recurso de apelación, es
inadmisible.

2. En consecuencia, resulta necesario proceder, en
primer término, a una delimitación del objeto del pre­
sente recurso, concretando las resoluciones judiciales
que el recurrente pretende impugnar.

Es cierto que, como aduce la representación procesal
del Banco Zaragozano, el escrito de interposición del
recurso de amparo adolece en este punto de ambigüe­
dad, ya que, mientras en su encabezamiento se afirma
que la infracción de derechos fundamentales tiene su
origen en la Sentencia del Tribunal Supremo, de 24 de
febrero de 1992, en relación con la providencia de la
Audiencia Territorial. de 8 de septiembre de 1987, en
el suplico se solicita únicamente la nulidad de esta última,
así como de las actuaciones posteriores a la misma.

Sin embargo, del examen de la totalidad del escrito
resulta claramente que el recurrente impugna, por un
lado, la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de febrero
de 1992, en la medida en que tiene como consecuencia
la vuelta a la situación existente antes de que la Audien­
cia acordara la nulidad de actuaciones, y, por otra parte,
la decisión de la Audiencia de tenerle por no compa-

- recido en el recurso de apelación, así como las actua­
ciones posteriores a la misma, especialmente la Sen­
tencia de 11 de abril de 1988, estimatoria de dicho
recurso.

Se trata de dos pretensiones distintas, siendo la
segunda subsidiaria, puesto que únicamente tiene razón
de ser en caso de que se desestime la primera.

3. Entiende el demandante que la Sentencia del Tri­
bunal Supremo decretó la validez de la resolución por
la que la Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial
de Madrid le tuvo por incomparecido en el recurso de
apelación, pese a haberse presentado escrito de per­
sonación, resolución que vulneraba el derecho funda­
mental a la tutela judicial efectiva, por producir inde­
fensión.

Además, el actor añade que la Sentencia del Tribunal
Supremo parte de una base fáctica errónea, a saber,
considerar que la primera Sentencia de la Audiencia
Territorial resolviendo la apelación le fue notificada. En
efecto, el órgano jurisdiccional estima que, puesto que
se realizó la oportuna notificación de esta Sentencia,
el interesado debería haber interpuesto recurso de casa­
ción contra ella, en lugar de solicitar la nulidad de actua­
ciones cinco meses después de la notificación. En rela­
ción con ello, el demandante alega que la notificación
se realizó incorrectamente, ya que se dirigió a un inmue­
ble que había vendido años antes, por lo que nunca
llegó a sus manos. En-opinión de la parte, esto produjo
la consecuencia de que la Sentencia de la Audiencia
Territorial no alcanzó nunca firmeza, por falta de noti­
ficación, por lo que le fue imposible interponer recurso
de casación.

El recurrente se opone igualmente a la Sentencia del
Supremo cuando afirma que la Audiencia nunca debió
acceder a la nulidad de actuaciones por existir ya Sen­
tencia definitiva y firme, aduciendo que la doctrina cons­
titucional en que se apoya, según la cual no cabe anular,
en virtud del arto 240.2 L.O.P.J.. las Sentencias defini­
tivas, no es aplicable, dado que la Sentencia de 11 de
abril de 1988 no adquirió firmeza por falta de noti-
ficación. .

A este respecto, la representación procesal del Banco
Zaragozano sostiene que el démandante sí tuvo noticia
de la existencia de la Sentencia, pese -a sus afirmaciones
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de que no vivía en el domicilio al que se envió la noti­
ficación, ya que éste había sido vendido años antes. En
este punto, la parte presenta toda una serie de indicios
que le hacen concluir que, pese a la venta, la familia
continuó habitando en el inmueble, por lo que puede
presumirse que el demandante fue informado de la noti­
ficación practicada.

Se afirma igualmente que, aunque el demandante
no hubiera conocido la Sentencia, sí tuvo noticia de ella
al menos cuando pidió la nulidad de actuaciones. A su
juicio, el interesado debió entonces pedir la nulidad de
la notificación, para que se reabriera el plazo para inter­
poner recurso de casación.

4. Para determinar si la Sentencia del Tribunal
Supremo de 24 de febrero de 1992 vulnera el derecho
fundamental del recurrente a la tutela judicial efectiva,
sin que pueda producirse indefensión, es preciso esta­
blecer cuál es el contenido esencial de la misma.

Del análisis de la resolución, resulta sin lugar a dudas
que el órgano jurisdiccional anula la Sentencia de la
Audiencia, así como todas las actuaciones previas prac­
ticadas a partir de la nulidad de actuaciones decretada,
por considerarla contraria a la normativa aplicable. En
efecto, el Tribunal Supremo estima que, ante una Sen­
tencia definitiva y firme, como era el caso de la Sentencia
de 11 de abril de 1988, el arto 240 L.O.P.J. vedaba
a la parte el planteamiento del incidente de nulidad de
actuaciones e impedía al órgano jurisdiccional acceder
a esta petición. Nos encontramos aquí con una moti­
vación que no sólo no puede calificarse de arbitraria
o infundada. sino que. además, es plenamente conforme
con la doctrina sentada por este Tribunal que, en rei­
terada jurisprudencia, ha declarado que no infringe la
Constitución la decisión judicial que, por atenerse al man­
dato imperativo del arto 240 L.O.P.J., no acuerda la nuli­
dad -o. lo que es lo mismo, anula la decisión en que
ésta se acordaba- de Sentencias definitivas y firmes
en los supuestos de denuncias a posteriori de violaciones
de derechos fundamentales en el curso del proceso (así,
ATC 188/1992).

Las alegaciones del demandante en amparo en rela­
ción con la supuesta irregularidad producida en la prác­
tica de la notificación de la Sentencia, además de no
poder calificarse de concluyentes, como pone de mani­
fiesto la representación procesal del Banco Zaragozano,
en nada modifican esta situación. Por un lado, adolecen
de extemporaneidad, por haberse planteado por primera
vez ante este Tribunal. sin que con anterioridad el actor
haya solicitado con esta base la nulidad de la notificación
y de la consiguiente declaración de la firmeza de la Sen­
tencia, que. en consecuencia. el Tribunal Supremo ha
considerado, con toda corrección, plenamente válida; por
otra parte, no cabe duda de que la doctrina de la impro­
cedencia de solicitar y declarar la nulidad de actuaciones
sería aplicable incluso en el caso de que la Sentencia
fuera definitiva pero no hubiera adquirido firmeza por
falta de notificación.

De todo lo expuesto hay que concluir que la Sentencia
del Tribunal Supremo de 24 de febrero de 1992 no
ha conculcado derecho fundamental alguno y que pro­
cede. en consecuencia. desestimar el amparo en lo que
a dicha resolución se refiere.

5. Rechazada la primera pretensión. hay que exa­
minar a continuación las alegaciones relacionadas con
la actuación de la Audiencia Territorial.

El demandante en amparo solicita la nulidad de la
providencia de 23 de febrero de 1988 y de las actua­
ciones posteriores a la misma, afirmando que el órgano
jurisdiccional infringió el principio de tutela judicial efec­
tiva cuando. pese a haber sido presentados los corres-

pondientes escritos de personación, le tuvo por incom­
parecido. impidiéndole exponer su·posición en el recurso
y colocándole en situación de indefensión. El actor esti­
ma igualmente vulnerado el principio citado cuando la
Audiencia tuvo por firme la Sentencia de 11 de abril
de 1988 sin haber practicado notificación personal de
la misma. ya que no puede equipararse a esta notifi­
cación la remisión por correo certificado que. además,
su destinatario no recibió por haberse dirigido a un
inmueble que éste había vendido años antes.

La representación procesal del Banco Zaragozano
considera que el recurso de amparo es en este punto
inadmisible por dos órdenes de motivos: en primer lugar,
por carecer de contenido constitucional. puesto que la
lesión que se alega como producida por la resolución
acordando tener por no comparecida a la parte en el
recurso de apelación ya fue corregida en los términos
que la propia parte solicitó, al aceptar la Audiencia su
solicitud de nulidad de actuaciones. En segundo término,
por ser extemporáneo. .

El Ministerio Fiscal, por el contrario, estima que, por
causas imputables enteramente a la Oficina judicial. la
vista de apelación se desarrolló sin la presencia del ape­
lado, con vulneración de los principios de contradicción
y bilateralidad, produciendo la indefensión de la parte
y conculcando así el art. 24.1 C.E. A esto se añade que
no existe constancia de que la Sentencia, dictada inau­
dita parte. llegara a su· destino y a conocimiento del
demandante en amparo, de modo que éste pudiera
recurrir en casación.

6. Nos encontramos aquí ante una pretensión de
amparo que se dirige directamente contra la resolución
judicial que. según afirma el recurrente. colocó a la parte
en situación de indefensión, al declararlo no compare­
cido en el recurso de apelación. pese a haberse per­
sonado con todos los requisitos, continuándose sin su
presencia la tramitación del recurso y dictándose Sen­
tencia sin haberle dado la oportunidad de alegar lo que
estimara oportuno.

Antes de entrar a examinar si estas alegaciones son
fundadas. es preciso determinar si la pretensión es o
no admisible.

Concretamente debemos analizar si se ha cumplido
o no el presupuesto de agotamiento previo de los recur­
sos utilizables dentro de la vía judicial, que se establece
en el arto 44.1 c) LOTC y. subsidiariamente. el carácter
extemporáneo de la misma, que se aduce por la repre­
sentación procesal del Banco Zaragozano. Este Tribunal
ha afirmado con reiteración que el recurso de amparo
constitucional se configura con carácter subsidiario,
dado que la Constitución no lo contempla como una
vía directa ni tampoco, necesariamente, como general
y única. sino especial y extraordinaria, posterior a la
defensa de los derechos fundamentales y libertades
públicas ante los Tribunales ordinarios, a los que el
arto 53.2 encomienda la tutela general (SSTC 138/1985.
186/1987 y 1/1988). Esto significa que la tutela efec­
tiva de aquellos derechos tiene lugar mediante los reme­
dios y recursos ordinarios y extraordinarios que existen
en el ordenamiento y. subsidiariamente, por el de amparo
constitucional.

En el presente caso. el actor no agotó todos los
medios de impugnación ante la jurisdicción ordinaria que
permitía la legislación procesal.

En efecto. la Sentencia dictada por la Audiencia Terri­
torial tras el recurso de apelación, en cuya tramitación
se produjo el defecto denunciado, era susceptible de
recurso de casación ante el Tribunal Supremo. Como
señala este órgano jurisdiccional. recibida la notificación
de la misma. el interesado debió interponer recurso de
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casación denunciando la irregularidad procesal presun­
tamente causante de indefensión.

Es cierto que el demandante en amparo afirma. aun­
que lo hace por primera vez ante este Tribunal. que la
notificación no llegó a sus manos. por haberse enviado
por COrreo certificado a un domicilio que no era el suyo.
Pero aunque sea cierta esta alegación. que ni se ha rea­
lizado en momento procesal oportuno. ni se ha acre­
ditado de modo totalmente determinante. lo procedente
hubiera sido que solicitase la nulidad de actuaciones
en relación con la diligencia de ordenación en que se
declara la firmeza de la Sentencia. por ausencia de noti­
ficación; manera de actuar. que. además de encajar sin
dificultad en el ordenamiento procesal. hubiera resultado
totalmente coherente con los planteamientos de la pro­
pia parte. que ha mantenido ante este Tribunal que la
Sentencia nunca adquirió firmeza por falta de notifica­
ción. Así. una vez anulada la declaración de firmeza,
hubiera comenzado de nuevo a computarse el plazo para
interponer recurso de casación. con lo que la alegada
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva hubie­
se podido someterse a la censura del Tribunal Supremo.

En consecuencia. hay que concluir que la pretensión
que examinamos resulta inadmisible, por no haberse ago­
tado previamente todas las posibilidades que las normas
procesales ofrecían en este caso para permitir la tutela
de derechos fundamentales en vía jurisdiccional ordi­
naria. Estimada esta pretensión, carece de objeto analizar
la referida a la extemporaneidad del recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Manuel Euge­
nio Isidro Tejedor.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a diecisiete de octubre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

25563 Sala Primera. Sentencia 272/1994. de 17 de
octubre de 1994. Recurso de amparo
984/1992. Contra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Badajoz que absolvió a cuatro
empleados de la Caja de Ahorros de Mérida.
previamente condenados en el correspondien­
te procedimiento abreviado por un supuesto
delito de descubrimiento y revelación de
secretos, Sentencia absolutoria contra la que
ahora recurre en amparo otro empleado de
la misma oficina que había sido objeto de pes­
quisas en su escritorio. Supuesta vulneración
de los derechos al honor. a la intimidad pet­
sonal y a la propia imagen: inexistencia de
ilícito penal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,

don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villa Ión. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 984/92. promovido
por don José Labrador Rodríguez. representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Rosa María Alvarez
Alonso y asistido por el Letrado don José Antonio Jimé­
nez Tovar. contra la Sentencia de la Sección Primera
de la Audiencia Provincial de Badajoz. de 6 de marzo
de 1992. Ha sido parte el Monte de Piedad y Caja de
Ahorros de Badajoz. representado por la Procuradora
de los Tribunales doña Rosina Montes Agustí con la asis­
tencia del Abogado don Francisco María Baena y ha
intervenido el Ministerio Fiscal. Habiendo sido Ponente
el Magistrado don Rafael de Mendizábal Allende, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 13 de
abril de 1992. doña Rosa María Alvarez Alonso. Pro­
curadora de los Tribunales, en nombre y representación
de don José Labrador Rodríguez. interpuso el recurso
de amparo del que se hace mérito en el encabezamiento
y en la demanda se nos cuenta que. el 24 de mayo
de 1990. el Director general y otros tres empleados de
la Caja de Ahorros de Badajoz procedieron a registrar
la mesa del despacho del demandante en amparo. Direc­
tor de la oficina principal en Mérida. encontrándose éste
ausente. Como resultado del citado registro se halló un
contrato privado de compraventa. concertado entre dos
clientes de la Caja y una tercera persona. y un cheque
por un importe de seis millones de pesetas. en favor
de los primeros. documentos de los que el demandante
en amparo era depositario. Los inspectores levantaron
acta del hallazgo. haciendo referencia exacta de lo encon­
trado. y tomaron fotocopias de los documentos. Dado
que se había advertido a los empleados de la Caja que
estos clientes. deudores de una cantidad superior a cua­
renta millones de pesetas. podían estar realizando sus
bienes en perjuicio de la entidad acreedora, haciendo
desaparecer el ganado y vendiendo e hipotecando
inmuebles de su propiedad, se consideró que podría
haber existido deslealtad por parte del hoy demandante.
a quien se le abrió un expediente informativo que finalizó
con su despido disciplinario. declarado improcedente lue­
go por los órganos de la jurisdicción laboral.

El demandante en amparo se querelló contra las per­
sonas que habían practicado el registro por el delito de
descubrimiento y revelación de secretos (art. 497 del
Código Penal), dando lugar a la tramitación del proce­
dimiento abreviado núm. 477/91, del cual conoció el
Juez de lo Penal núm. 2 de Badajoz que dictó Sentencia.
el 23 de diciembre de 1991. condenando a los cuatro
acusados a las penas de un mes y un día de arresto
mayor. accesorias legales y multa de cien mil pesetas
para cada uno de ellos. Contra ella interpusieron los con­
denados recurso de apelación ante la Audiencia Pro­
vincial de Badajoz, que dictó Sentencia el 6 de marzo
de 1992. donde fueron absueltos del delito que se les
imputaba.

En la demanda se argumenta que dicha Sentencia
vulnera sus derechos al honor, a la intimidad personal


